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SE ADMITE la acción de tutela presentada por el ALCALDE MUNICIPAL DE GUATAPÉ 

quien actúa por conducto de apoderado judicial, contra el JUZGADO PROMISCUO DE 

FAMILIA DE MARINILLA ANT., por la presunta vulneración de sus derechos 

fundamentales.  

 

Para los efectos previstos en el artículo 13 del Decreto 2591 de 1.991, se ordena CITAR a 

ADRIAN ESTEBAN ARCILA RÍOS, JULIO CESAR BETANCUR ALZATE y a la 

SECRETARÍA DE HACIENDA DEL MUNICIPIO DE GUATAPÉ.  

 

Notifíquese este auto a las partes e intervinientes para que se pronuncien sobre los hechos 

y pretensiones que sustentan la acción constitucional en el término de dos (2) días. Para 

la notificación de quienes no sea posible enterar por otro medio más expedito y eficaz, 

publíquese aviso en el micrositio de la página web de la Rama Judicial correspondiente a 

la Secretaría de esta Sala, y a la del juzgado accionado para lo cual de ser necesario se le 

comisionará.  

  

De conformidad con el Artículo 21 Decreto 2591 de 1991, se ordena la práctica de las 

siguientes pruebas:  



 
 

2 

 

-  Ténganse en cuenta las pruebas aportadas por el accionante.  

 

 

Por último, se NIEGA la medida provisional deprecada en tanto la misma no se advierte 

urgente ni necesaria de cara a la protección de los derechos fundamentales deprecados. 

 

 

NOTIFÍQUESE por el medio más expedito y eficaz Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

DARÍO IGNACIO ESTRADA SANÍN 

MAGISTRADO 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

Señores                                                                                                                                      
HONORABLES MAGISTRADOS                                                                                                                  
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE ANTIOQUIA SALA CIVIL REPARTO                                                                       
E.   S.   D 

 
CAMILO DE JESÚS AVENDAÑO GÓMEZ, mayor de edad y vecino de la ciudad de 
Medellín, abogado titulado, inscrito y en ejercicio de la profesión, identificado con la cedula 
de ciudadanía No 15406947 y T.P 218395 del C.S.J, actuando en calidad de apoderado del 
municipio de Guatapé Antioquia, por medio del presente escrito y de la manera más 
respetuosa, me dirijo a ustedes con el fin de interponer ACCION DE TUTELA, en contra del 
JUZGADO PROMISCUO DE FAMILIA DE MARINILLA, por vulneración a los derechos 
fundamentales del debido proceso en sus formas propias de cada juicio, de conformidad a 
los siguientes:  
 

I FUNDAMENTOS FACTICOS  
 

1. El Dr. ADRIAN ESTEBAN ARCILA RÍOS, identificado con cédula de ciudadanía No. 
1037236191, se ha desempeñado diferentes cargos al interior del Municipio de 
Guatapé, y también ha sido contratista, dentro de sus datos personales podemos 
encontrar según el certificado emitido por el TÉCNICO OPERATIVO GESTIÓN 
HUMANA DEL MUNICIPIO DE GUATAPÉ que, el correo electrónico es: 
adrian2701@hotmail.com . 
(Ver folio: 1) 

 
 

2. Desde el año 2015, se puede evidenciar que el Dr. ADRIAN ESTEBAN, portador de 
la Tarjeta Profesional No. 225.015 del C.S.J., viene prestando sus servicios como 
abogado del señor JULIO CESAR BETANCUR ALZATE, respecto a acciones de 
tutela y procedimientos policivos, sobre situaciones presentadas en el predio con 
matrícula inmobiliaria No. 30511. 

 Acción de Tutela  No. 2018-00046. (Ver folios: 2 - 4) 

 Querella Civil de Policía No. 011-2015 del 11 de mayo 2015. (Ver folios: 5 – 
6) 

 
 

3. El señor JULIO CESAR BETANCUR ALZATE identificado con cédula de ciudadanía 
No. 3712141, es propietario del predio con matricula inmobiliaria No. 30511, y se 
encuentra ubicado en la dirección: KR 28 X KR 25, sector urbano del Municipio de 
Guatapé. 
(Ver folio: 7) 
 

 

4. El Dr. ADRIAN ESTEBAN ARCILA RÍOS es quien venía solicitando y recibiendo la 
FACTURA del Impuesto Predial Unificado y los actos administrativos de COBRO 
COACTIVO  generados sobre el predio con matrícula inmobiliaria No. 30511, 
valiéndose de la representación del señor JULIO CESAR BETANCUR ALZATE, es 
así como podemos observar que: 
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 En el día 02/09/2020, recibió INVITACIÓN DE PAGO, donde se le indicó al 

señor JULIO CESAR por parte de la Secretaría de Hacienda: “(…)El 
municipio de Guatapé, mediante Decreto Municipal No. 093 del 27 de agosto del 

2020 se acogió al Decreto Legislativo No. 678(…)”, y donde se le informaba lo 
benévolo y/o disminución de la obligación “(…)el predio con matrícula 
inmobiliaria No. 30511, figura como último pago: 201312 y con corte al día 30 de 
junio del año 2020 usted adeuda la suma de: $ 258.122.115, con la aplicación de 
Decreto Municipal 093 de 2020, liquidando nuevamente su deuda, la obligación 
tributaria a la fecha asciende a: $ 129.938.231(…)” 

(Ver folios: 8 - 9) 
 

 La Secretaría de Hacienda emitió la Resolución No. 1 del 11/06/2021 
“POR MEDIO DE LA CUAL SE REALIZA UNA LIQUIDACIÓN OFICIAL DE 
UN IMPUESTO”, (Ver folios: 10 - 13), la cual es notificada según los 
artículo 565 del Estatuto Tributario Nacional, así: 

1. Fue emitida y enviada la citación el día 15/06/2021, a través del 
mensajero ARVEY RESTREPO, adscrito a la Secretaria de 
Hacienda, donde deja en su escrito: “(…)se visitó el predio donde se 
puede evidenciar que es un lote sin construcción(…)” 

(Ver folios: 14 - 17) 
 

2. Posteriormente, es ENVIADA la Resolución No. 1 del 11/06/2021, 
por correo certificado a través de la Empresa de mensajería 4-72, 
según la guía: RA320572867CO, la cual iba dirigida a la dirección 
del predio: KR 28 X KR 25, dicho envío fue recibido por el señor 
WILSON CARDONA identificado con cédula de ciudadanía No. 
71388854 (Es trabajador del Dr. ADRIAN ESTEBAN ARCILA, como 
demostraremos más adelante), dicho envío es certificado por la 
Empresa de Mensajería como: ADMITIDO, ENTREGADO Y 
DIGITALIZADO.  
(Ver folios 18 - 19) 

 

 La Secretaría de Hacienda emitió la Resolución No. 805 del 05/09/2021, 
“POR MEDIO DE LA CUAL SE LIBRA UN MANDAMIENTO DE PAGO”, (Ver 
folio: 20), la cual es notificada según los artículo 565 del Estatuto Tributario 
Nacional, así: 

1. Fue emitida y enviada la citación el día 07/09/2021, a través del 
mensajero ARVEY RESTREPO, adscrito a la Secretaria de 
Hacienda, donde deja en su escrito: “(…) Predio sin dirección de 
entrega (…)”. 
(Ver folios: 21 - 24) 
 

2. Posteriormente, es ENVIADA la Resolución No. 805 del 05/09/2021, 
por correo certificado a través de la Empresa de mensajería 4-72, 
según la guía: RA333906405CO, la cual iba dirigida a la dirección 
del predio: KR 28 X KR 25, dicho envío fue recibido por el Dr. 
ADRIAN ARCILA identificado con cédula de ciudadanía No. 



 

1037236191, quien ha sido el apoderado Judicial del señor  JULIO 
CESAR BETANCUR ALZATE desde el año 2015, tal como lo 
señalamos anteriormente, dicho envío es certificado por la Empresa 
de Mensajería como: como: ADMITIDO, ENTREGADO Y 
DIGITALIZADO.  
(Ver folios: 25 - 26) 
 

 

5. Debemos hacer hincapié que, las notificaciones efectuadas siempre fueron 
enviadas a la dirección donde se encuentra el predio, tal como se corrobora en la 
factura del Impuesto Predial Unificado (ver folio: 7), y dichas notificaciones son 
generadas por medio de la Empresa de Mensajería 4-72, las cuales siempre iban 
dirigidas al señor: BETANCUR ALZATE JULIO CESAR, con c.c. 3712141, y NO 
FUERON DEVUELTAS POR ALGÚN MOTIVO, esto fue certificado por dicha 
Empresa. 
(Ver folios: 27 - 31) 

 
 

6. Las obligaciones en cabeza de las entidades territoriales, deben ser recaudadas de 
acuerdo al PROCEDIMIENTO DE COBRO COACTIVO, de acuerdo al Estatuto 
Tributario Nacional, de conformidad con la normatividad vigente, así: 

 

 La Ley 788 de 2002, en su artículo 59 dispone: 
 

“Los departamentos y municipios aplicarán los procedimientos establecidos en el 
Estatuto Tributario Nacional, para la administración, determinación, discusión, 
cobro, devoluciones, régimen sancionatorio incluida su imposición, a los 
impuestos por ellos administrados. Así mismo aplicarán el procedimiento 
administrativo de cobro a las multas, derechos y demás recursos territoriales. El 
monto de las sanciones y el término de la aplicación de los procedimientos 
anteriores, podrán disminuirse y simplificarse acorde con la naturaleza de sus 
tributos, y teniendo en cuenta la proporcionalidad de estas respecto del monto de 
los impuestos”. 

 

 La Ley 1066 de 2006, señala en su artículo 5º: 
 

“FACULTAD DE COBRO COACTIVO Y PROCEDIMIENTO PARA LAS 
ENTIDADES PÚBLICAS. Las entidades públicas que de manera permanente 
tengan a su cargo el ejercicio de las actividades y funciones administrativas o 
la prestación de servicios del Estado colombiano y que en virtud de estas tengan 
que recaudar rentas o caudales públicos, del nivel nacional, territorial, incluidos 
los órganos autónomos y entidades con régimen especial otorgado por la 
Constitución Política, tienen jurisdicción coactiva para hacer efectivas las 
obligaciones exigibles a su favor y, para estos efectos, deberán seguir el 
procedimiento descrito en el Estatuto Tributario”. 

 

 La Ley 1437 de 2011 consagra en su artículo 98: 
 



 

“DEBER DE RECAUDO Y PRERROGATIVA DEL COBRO COACTIVO. Las 
entidades públicas definidas en el parágrafo del artículo 104 deberán recaudar 
las obligaciones creadas en su favor, que consten en documentos que presten 
mérito ejecutivo de conformidad con este Código. Para tal efecto, están 
revestidas de la prerrogativa de cobro coactivo o podrán acudir ante los jueces 
competentes”. 

 
 

7. El artículo 564 del estatuto Tributario Nacional, dispone: 

“DIRECCIÓN PROCESAL. Si durante el proceso de determinación y discusión 
del tributo, el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, señala 
expresamente una dirección para que se le notifiquen los actos 
correspondientes, la Administración deberá hacerlo a dicha dirección”. 

El señor JULIO CESAR BETANCUR, NO HA PRESENTADO una nueva 
dirección o domicilio diferente a la existente en el predio para ser notificado. 
 
 

8. El Acuerdo Municipal No. 027 del año 2020, dispone en sus artículos 459 y 460: 
 

“ARTÍCULO 459. DIRECCIÓN FISCAL. Es la registrada o informada a la 
Secretaría de Hacienda, por los contribuyentes, responsables, agentes 
retenedores, preceptores y declarantes.  

ARTÍCULO 460. DIRECCIÓN PROCESAL. Si durante el proceso de 
determinación y discusión del respectivo tributo, el contribuyente señala 
expresamente una dirección para que se le notifiquen los actos 
correspondientes, la notificación se deberá efectuar a dicha dirección”.  

Así las cosas, la notificación surtida fue a la DIRECCIÓN FISCAL, enviada por 
correo certificado a través de la Empresa de Mensajería 4-72, corresponde a la 
dirección registrada en la Secretaría de Hacienda, es decir; CR 28 X CR 25, Sector 
urbano del Municipio de Guatapé, donde se encuentra el predio y NO fue enviada a 
la DIRECCIÓN PROCESAL, debido a que, el señor JULIO CESAR BETANCUR, NO 
ha presentado una nueva dirección o domicilio diferente a la existente en el predio 
para ser notificado. 

 

9. Mediante el radicado No. 3278 del 12/11/2021, el señor JULIO CESAR BETANCUR 
ALZATE, radicó Derecho de Petición dirigido a la Secretaría de Hacienda, donde 
solicitó: 
 

“(…) 
1. Que se me entregue copia integra del proceso de cobro coactivo, que en mi 

contra adelantó el municipio de Guatapé, el cual derivó en el embargo del 
bien inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 018-30511 de la 
oficina de instrumentos públicos de Marinilla, el cual es de mi propiedad. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr002.html#104


 

2. Que se me informe de manera clara y precisa, la dirección física o 
electrónica donde fueron notificadas las actuaciones del proceso, en caso 
tal de que las mismas hayan sido notificadas a través de otro medio idóneo, 
informar cual usó la entidad administrativa para tal fin. 

 
NOTIFICACIONES 

 
Dirección: Calle 50 (Calle Colombia) # 42 – 64 Barrio Centro Medellín – 
Antioquia. 
 
No cuento con medios electrónicos de notificación, no utilizo celular ni otras 
tecnologías modernas. 
Autorizo que la respuesta a la presente solicitud o derecho de petición, por 
facilidad para el ente territorial, sea notificada en el municipio de Guatapé en la 
dirección laboral del abogado ADRIAN ESTEBAN ARCILA RÍOS quien ha sido 
mi abogado y asesor de confianza en asuntos judiciales y policivos en la 
localidad, aclaro que el mencionado abogado actualmente cuenta con poderes 
especiales de mi parte, para adelantar gestiones específicas y precisas en 
temas judiciales y policivos, no le he otorgado poder general, ni para que se 
notifique de las actuaciones que el municipio de Guatapé libre en mi contra o 
en las cuales deba ser parte, no le he acreditado poder ante el municipio de 
Guatapé o cualquiera de sus dependencias para que él sea mi abogado o 
representante en asuntos tributarios. 
Actualmente los datos de ubicación del señor ADRIAN ESTEBAN ARCILA 
RÍOS son los siguientes: 
Celular: 3113854631 
Correo electrónico: adrian2701@hotmail.com  
Dirección: Calle 31 # 31 – 18, calle bodegas del Municipio de Guatapé 
Teléfono: 861 01 36 
(…)” 

(Ver folios: 32 - 33) 
 
 

10. A través del radicado No. 1795 del 06/12/2021, la Secretaría de Hacienda dio 
respuesta al radicado No. 3278 del 12/11/2021, anexando Proceso de Cobro 
Coactivo e Invitación de Pago. 
(Ver folios: 37 - 40) 
 
 

11. Mediante el radicado No. 3276 del 12/11/2022, el señor JULIO CESAR 
BETANCUR ALZATE, radicó Derecho de Petición dirigido a la Secretaría de 
Hacienda, donde solicitó: 

 
“(…) 
1. Que se tenga en cuenta en la liquidación de mis impuestos y sanciones, 

que cubrir la tarifa de impuesto predial del predio del cual soy dueño en su 
jurisdicción, ha sido difícil por mi situación económica actual, la cual se 
agravó con la declaración de emergencia sanitaria y/o pandemia mundial 
debido al virus COVID-19, al segundo trimestre del presente año 
acumulaba deuda por este concepto. 
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2. Que se proceda a la reliquidación del monto de la sanción e intereses 
acumulados, aplicando el beneficio legal que lo reduce al 20% del total de 
los mismos, de acuerdo a lo establecido en el artículo 45 de la ley 2155 de 
2021 para tributos administrados por los entes territoriales, como es el 
caso del impuesto predial en el municipio de Guatapé. 

3. Que lo antes posible y con vencimiento máximo en la actual vigencia o 
año fiscal, se proceda a la expedición de una nueva factura para el efectivo 
pago de la deuda, que por impuesto predial tengo con el municipio de 
Guatapé, respecto al bien inmueble de mi propiedad identificado con 
matrícula inmobiliaria número 018-30511 de la oficina de instrumentos 
públicos de Marinilla. 

 
NOTIFICACIONES 

 
Dirección: Calle 50 (Calle Colombia) # 42 – 64 Barrio Centro Medellín – 
Antioquia. 
Autorizo que la respuesta a la presente solicitud o derecho de petición, por 
facilidad para el ente territorial, sea notificada en la dirección laboral del 
abogado ADRIAN ESTEBAN ARCILA RIOS quien ha sido mi abogado  y 
asesor de confianza en asuntos judiciales y policivos en el municipio de 
Guatapé, sus datos de ubicación son los siguientes: 
Celular: 311 385 46 31 
Correo electrónico: adrian2701@hotmail.com  
Dirección: Calle 31 # 31 – 18, Calle Bodegas del Municipio de Guatapé 
Teléfono: 861 01 36 
(…)”. 

(Ver folios: 34 - 36) 
 
 

12. A través del radicado No. 1794 del 06/12/2021, la Secretaría de Hacienda dio 
respuesta al radicado No. 3276 del 12/11/2021. 
(Ver folios: 41 - 44) 
 
 

13. El señor JULIO CESAR BETANCUR ALZATE, promovió mediante el radicado No. 
2022-00105, Acción de Tutela en contra de la ALCALDIA DE GUATAPÉ Y/O 
SECRETARÍA DE HACIENDA DE GUATAPÉ. 
(Ver folios: 45 - 49) 
 
 

14. El día 14/06/2022, la Secretaria de Hacienda responde la Acción de Tutela, donde 
además de manifestar nuestro cumplimiento al tenor de la normatividad acerca del 
procedimiento existente para notificar los actos de cobro coactivo, evidenciamos que 
el accionante no es preciso en los datos suministrados, tal como se evidencia en el 
hecho vigésimo, donde el accionante manifiesta: 

 
“(…)AL HECHO VIGÉSIMO -. “(…)Mis datos efectivos de notificación para todos 
los fines necesarios por el municipio de Guatapé son los que mencionare a 
continuación: Dirección: calle 50 (calle Colombia) # 42-64 Barrio Centro Medellín-
Antioquia, Teléfono: 2160372. Actualmente y bajo la gravedad de juramento no 
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cuento con dirección electrónica y no manejo redes sociales, celular u otros 
similares, si la entidad accionada ve necesario, solicitare la apertura de una 
dirección electrónica para efectos de notificación lo hare, tenía una que 
eventualmente revisaba en un centro de internet cerca a mi casa, pero en la 
pandemia 2020-21 este establecimiento de comercio cerro y en mi casa no hay 
elementos tecnológicos que no se usar por mi avanzada edad(…)” 

 
R/ NO ES CIERTO, el accionante no es congruente, pese al indicar que 
actúa bajo la gravedad de juramento que: “(…)no cuento con dirección 
electrónica(…)”, pero relaciona en la acción de tutela el correo electrónico: 
aslegalglobal@gmail.com , así mismo; se toma atenta nota de la dirección 
y teléfono suministrado por el señor JULIO CESAR BETANCOURT ALZATE. 

 
Lo anterior, quiere decir que el señor JULIO CESAR efectivamente SI viene siendo 
asesorado por parte de la oficina del Dr. ADRIAN ESTEBAN ARCILA RIOS, en dicha 

respuesta además; se anexó el respectivo expediente de Cobro Coactivo. 
(Ver folios: 51 - 57) 

 
 

15. El Juzgado PROMISCUO MUNICIPAL DE GUATAPÉ, emitió la sentencia general 
041 – Tutela 030 del 324/06/2022, en la cual decidió: NEGAR EL AMPARO DE 
TUTELA. 
(Ver folios: 58 - 62) 

 
 

16. La decisión según el recurrente fue IMPUGNADA. 
(Ver folios: 63 - 65) 
 

 

17. El Juzgado PROMISCUO DE FAMILIA DE MARINILLA, emitió el fallo de 
Impugnación, en el cual decidió: Revocar y Declarar la Nulidad, Tema: Debido 
Proceso, ordenando: 

 
“PRIMERO: REVOCA la sentencia de fecha, sentencia proferida el 24 de junio 
de 2022, por el Juzgado Promiscuo Municipal del Guatapé- Antioquia. 
SEGUNDO: CONCEDE el amparo constitucional invocado por el señor JULIO 
CESAR BETANCUR ALZATE, en consecuencia, se declara la NULIDAD de lo 
actuado dentro del proceso de Cobro Coactivo adelantado por la SECRETARIA 
DE HACIENDA DEL MUNICIPIO DE GUATAPÉ contra JULIO CESAR 
BETANCUR ALZATE, a partir de la notificación de la resolución N° 805 del 
05/09/2021 “POR MEDIO DE LA CUAL SE LIBRA UN MANDAMIENTO DE 
PAGO.” TERCERO: ORDENA al señor JULIO CESAR BETANCUR ALZATE, 
que en el término de tres días siguientes a la notificación de esta providencia, 
proceda a suministrar su dirección física y electrónica para efecto de 
notificaciones al MUNICIPIO DE GUATAPÉ y la SECRETARÍA DE HACIENDA 
del mismo 
municipio, a fin de que pueda ser notificado en debida forma del proceso de cobro 
coactivo que se adelanta en su contra; así mismo, podrá acudir voluntariamente a fin 
de recibir notificación personal del acto. CUARTO: ORDENA a la SECRETARIA DE 
HACIENDA DEL MUNICIPIO DE GUATAPÉ, proceda a realizar en debida forma la 
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notificación de la resolución N°805 del 05/09/2021 “POR MEDIO DE LA CUAL SE 
LIBRA UN MANDAMIENTO DE PAGO”, al señor JULIO CESAR BETANCUR 
ALZATE´, en la forma identificada por las normas que regulan la materia. QUINTO 
NOTIFICAR a las partes esta sentencia, en la forma ordenada por el art. 30 del 
Decreto 2591 de 1991. SEXTO: REMITIR el expediente a la Corte Constitucional, para 
su eventual revisión de conformidad a lo reglado por el art. 31 del Decreto 2591 de 
1991”. 

(Ver folios: 66 - 72) 
 
 

18. Es absurdo ver como se REVOCA un fallo de Tutela y se retrotrae el proceso de 
Cobro Coactivo, ampliando nuevamente los términos al accionante y ordenando 
notificar actos administrativos que habían sido notificados en debida forma, 
desconociendo lo establecido en el artículo 138 del CPACA, como es la Acción de 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho, de acuerdo a la ritualidad establecida en 
la norma, como prueba de ello, y que la notificación se hizo en debida forma son los 
certificados emitidos por la Empresa de Mensajería 4-72, a pesar de que el señor 
JULIO CESAR quiere negar o desconocer su notificación, es necesario indicarle al 
Despacho que tanto JULIO CESAR como su apoderado siempre estuvieron 
enterados del trámite surtido por la Secretaría de Hacienda, por último, es evidente 
las artimañas generadas para obstaculizar su debido cobro y la notificación de los 
Actos Administrativos directamente al señor JULIO. Es importante resaltar que, 
dicho FALLO desconoce ampliamente la SUBSIDIARIDAD de la Acción de Tutela, 
la cual está instituida como mecanismo especial y supletorio para la protección 
inmediata de los derechos constitucionales fundamentales de las personas. 
Únicamente procede cuando la persona afectada no disponga de otro medio 
de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable.  
Lo anterior permite afirmar que, si existe otro medio judicial para hacer valer los 
derechos del peticionario, la acción de tutela resulta improcedente. Se busca que 
esta supla los vacíos de las acciones judiciales, propias para la garantía plena de 
los derechos constitucionales fundamentales, pero no que las reemplace.  
La acción de tutela tampoco puede ser utilizada como instrumento de discusión de 
derechos litigiosos, ni tampoco para reemplazar la decisión que se profirió en un 
proceso, al utilizar un medio judicial ordinario, pues no puede pretenderse adicionar 
al trámite ya surtido, una acción de tutela, toda vez que esta no es una instancia 
adicional.  

 
 

19. Reconocemos de la existencia de artimañas, obstrucción a la notificación de actos 
administrativos y fraude, de acuerdo con las incongruencias en la información 
aportada por parte del señor JULIO CESAR, ante las peticiones y documentos ya 
referenciados, respecto a sus DATOS PERSONALES. 
 
 

20. El señor JULIO CESAR BETANCUR, mediante el radicado No. 3864 del 05/09/2022, 
presentó la solicitud donde establece:  
 



 

“ASUNTO: datos de notificación para dar cumplimiento a sentencia de tutela 152 
del 30 de agosto de 2022, segunda instancia resulta por el Juzgado Promiscuo 
de Familia de Marinilla” 

 
Y según él bajo gravedad de juramento manifestó: 
 

“(…)Para dar cumplimiento al asunto de la referencia y procurar el cumplimiento 
de la decisión judicial en firme, procedo a informar mis datos de notificación con 
el fin de en adelante sean utilizados por la dependencia que usted preside, en 
los procesos que se adelanten dentro de sus competencias y en los que esté 
inmerso o alguno de mis bienes. 
 
Dirección: Calle 31 # 23 A 139 Guatapé – Antioquia 
Teléfono: 216 03 72 
E-mail: adrian2701@hotmail.com  
 
Quiero ser claro y declarar bajo gravedad de juramento, que nunca he usado 
teléfono, celular y al día de hoy tampoco lo hago, no manejo aplicaciones 
digitales o red social alguna y el correo electrónico que proporciono es de una 
persona cercana, se autoriza para fines de adelantar el proceso objeto de 
controversia acción de tutela(…)” 
 

Lo anterior, confirma que el señor JULIO CESAR, persiste con su interés en 
desinformar, desorientar, engañar a la Autoridad Tributaria, buscando un 
beneficio propio, y peor aún a pesar de indicar que se encontraba bajo 
gravedad de juramento, solicitó ser notificado al correo electrónico del Dr. 
ADRIAN ESTEBAN ARCILA RÍOS, es decir; al correo: adrian2701@hotmail.com  
(Ver folio: 73) 

 
 

21. La Secretaría de Hacienda en virtud de la información suministrada por el señor 
JULIO CESAR, el día 06 de septiembre envió citación al correo electrónico: 
adrian2701@hotmail.com , HORA: 11:10 AM, correo aportado por el señor JULIO, 
donde además se le aclara: 
 

“NOTA: La presente notificación se genera en cumplimiento de la 
Sentencia de Tutela 152, Sentencia general: 251, Radicado 1ª 
instancia: 05-148-40-89-001-2022-00105-00, Radicado 2ª instancia 
2022-00105-01, Decisión: Revoca y Declara Nulidad, emitida por el 
JUZGADO PROMISCUO DE FAMILIA DE MARINILLA, cuyo 
accionado es: la Secretaría de Hacienda – Alcaldía Municipal de 
Guatapé, y de acuerdo con la información suministrada por el 
contribuyente mediante el radicado No. 3864 del 05/09/2022”. 

(Ver folios: 75 - 76) 
 
 

22. El señor JULIO CESAR BETANCUR, el mismo día en que recibió la citación, 
mediante el radicado No. 3888 del 06/09/2022, HORA: 17:16 PM, presentó una 
nueva solicitud donde manifiesta:  
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“(…)por medio del presente escrito y dando cumplimiento a lo ordenado por el 
JUEZ PROMISCUO DE FAMILIA DE MARINILLA; dentro del radicado No. 2022-
00105-01 en donde se profirió sentencia 152 adjunta a este escrito; y que en el 
numeral tercero de la parte resolutiva ordena que tengo tres días para suministrar 
mi dirección física y electrónica a su Despacho; procedo entonces a indicarle 
que: 

 
1. La Única Dirección de Notificación para todos los actos de la administración 

municipal de Guatapé es la Calle 50 No. 42 – 64 Piso 19 Ed. Comfenalco 
de la ciudad de Medellín. 

2. En atención a lo indicado en la Ley 2213 de 2022 le informo que si bien 
tengo correo electrónico; el mismo no es ni administrado ni atendido por mi, 
Ya que por mi edad de 81 años; no aprendí el manejo de redes sociales, 
correos electrónicos y medios de comunicación como WhatsApp; por estas 
razones y para yo poder tener acceso a canales de dialogo con su entidad 
; debe ser única y exclusivamente en la dirección física (Ley 1850 de 
2017)(…)”. 

 
Como podemos observar, al día siguiente y posterior al recibo de su 
notificación se retracta y da unos nuevos datos personales, lo cual indica y 
demuestra su intención de confundir a la Autoridad Tributaria, buscando con 
ello desinformar, desorientar e incluso engañar a la Secretaría de Hacienda. 
(Ver folio: 74) 

 
 

23. El señor WILSON ALONSO CARDONA YEPES, identificado con cédula de 
ciudadanía No. 71388854, relacionado en el numeral 4º, efectivamente labora con 
el Dr. ADRIAN ARCILA, es decir; para la oficina de Abogados denominada: “ARCILA 
MORENO ABOGADOS”, tal como se evidencia en la solicitud presentada ante la 
Secretaría de Hacienda, mediante radicado No. 4005 del 13/09/2022, donde solicita 
facturas e información tributaria y donde además reconoce el correo electrónico: 
adrian2701@hotmail.com . 
(Ver folio: 77) 
 
 

24. Con ese tipo de decisiones, como la adoptada por parte del JUZGADO 
PROMISCUO DE FAMILIA DE MARINILLA, se pueden ver afectadas las finanzas 
del Municipio de Guatapé, al no pagar el contribuyente el Impuesto Predial Unificado 
desde el AÑO 2013, esta Secretaria solo busca realizar sus actuaciones en derecho 
y que no se vulnere el interés público de los ciudadanos y el del señor JULIO CESAR 
BETANCUR ALZATE, sin que se exceda en sus obligaciones, buscando prevenir 
las dilaciones y artimañas como las ya evidenciadas.  

 
 

25. A la fecha de presentación de esta Acción de Tutela, la Secretaría de Hacienda no 
ha notificado la Resolución No. 805 del 05/09/2021, “POR MEDIO DE LA CUAL SE 

LIBRA UN MANDAMIENTO DE PAGO”, en cumplimiento a la Sentencia de Tutela: 152, 
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Sentencia General: 251, emitida por el JUZGADO PROMISCUO DE FAMILIA DE 
MARINILLA. 
(Ver folios: 66 - 72)  
 

 
 

II SOLICITUD DE MEDIDA PROVISIONAL 
 

El Decreto 2591 de 1.991, por el cual se reglamenta la acción de tutela, establece 
que el Juez Constitucional, cuando lo considere necesario y urgente para proteger 
un derecho amenazado o vulnerado “suspenderá la aplicación del acto concreto que 
lo amenace o vulnere”. En efecto, el artículo 7° de esta normatividad señala:  
 
“ARTICULO 7o. MEDIDAS PROVISIONALES PARA PROTEGER UN DERECHO. 
Desde la presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere 
necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto 
concreto que lo amenace o vulnere.  
 
Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la 
continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés 
público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere procedente para 
proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del 
solicitante. 
 
 La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien 
se hubiere hecho la solicitud por el medio más expedito posible. 
 
 El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de 
conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se 
produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo de 
conformidad con las circunstancias del caso.  
 
El juez podrá, de oficio o a petición de parte, por resolución debidamente fundada, 
hacer cesar en cualquier momento la autorización de ejecución o las otras medidas 
cautelares que hubiere dictado”. La medida provisional de suspensión de un acto 
concreto que presuntamente amenaza o vulnera un derecho fundamental, pretende 
evitar que la amenaza al derecho se convierta en violación o que la violación del 
derecho produzca un daño más gravoso que haga que el fallo de tutela carezca de 
eficacia en caso de ser amparable el derecho. Como su nombre lo indica, la medida 
es provisional mientras se emite el fallo de tutela, lo cual significa que la medida es 
independiente de la decisión final.  
 
El Juez de Tutela podrá adoptar la medida provisional que considere pertinente para 
proteger el derecho, cuando expresamente lo considere necesario y urgente.  
 



 

Esta es una decisión discrecional que debe ser “razonada, sopesada y 
proporcionada a la situación planteada”[5] . Visto lo anterior, su señoría se procede 
a solicitar:  
 
1. Decretar suspensión integral de del fallo del juzgado promiscuo de familia 
de marinilla Antioquia hasta tanta se decida de fondo esta acción de tutela.  
 
2. Notificar esta suspensión a juzgado promiscuo de familia de marinilla 
Antioquia, hasta tanto no sea conocida y resuelta de fondo la pretensión de 
esta acción Constitucional.  
 
3. Integrar esta acción Constitucional con las demás que hubiese con 
similares o iguales excepciones a esta acción.  
 

III PETICIONES 
 

Con fundamento en los hechos relacionados, la jurisprudencia y la normatividad aplicable, 
muy respetuosamente solicito al (la) señor(a) magistrado tutelar los derechos 
fundamentales del debido proceso en las formas propias de cada juicio, al municipio de 
Guatapé Antioquia, en razón a que han sido VULNERADOS por parte de JUZGADO 
PROMISCUO DE FAMILIA DE MARINILLA, en tal virtud.  
 
PRIMERO: Se conceda la medida provisional deprecada 
 
SEGUNDO: Ordenar al JUZGADO PROMISCUO DE FAMILIA DE MARINILLA, dejar sin 
efectos la sentencia  

 
 

IV FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

 TUTELA CONTRA TUTELA  
 

Una vez expedida una sentencia que resuelve una acción de tutela, puede ser impugnada 
para que el superior la revise. Sea que se impugne o no, dicha decisión se envía a la Corte 
Constitucional para su eventual revisión.  
 
Lo anterior quiere decir que todas las acciones de tutela se someten a revisión eventual de 
la Corte Constitucional, quien tiene la posibilidad de decidir en última instancia, si se han 
presentado errores de los jueces de instancia en la apreciación de los derechos 
fundamentales para proceder a ajustar la decisión acorde con la Constitución. Esa 
posibilidad de revisión constituía, de acuerdo con la jurisprudencia, el único remedio judicial 
contra la decisión.  
 
Al respecto expuso la Corte Constitucional:1 

                                                           
1 Sentencia SU-1219 de 21 de noviembre de 2001, magistrado ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.  



 

 
“(…)El mecanismo constitucional diseñado para controlar las sentencias de tutela 
de los jueces constitucionales que conocen y deciden sobre las acciones de tutela, 
por decisión del propio constituyente, es el de la revisión por la Corte Constitucional. 
Esta regulación, no sólo busca unificar la interpretación constitucional en materia de 
derechos fundamentales sino erigir a la Corte Constitucional como máximo tribunal 
de derechos constitucionales y como órgano de cierre de controversias sobre el 
alcance de los mismos. Además, excluye la posibilidad [de] impugnar las sentencias 
de tutela mediante una nueva Acción de Tutela —bajo la modalidad de presuntas 
vías de hecho— porque la Constitución definió directamente las etapas básicas del 
procedimiento de tutela y previó que los errores de los jueces de instancia, o 
inclusive sus interpretaciones  
de los derechos constitucionales, siempre pudieran ser conocidos y corregidos por 
un órgano creado por él —la Corte Constitucional— y por un medio también 
establecido por él —la revisión—(…)”.  

 
Sin embargo la Corte Constitucional a través de línea jurisprudencial originada en la 
Sentencia T-218 de 2012, mantenida en sentencias SU-627 de 2015 y T-072 de 2018, ha 
precisado la posibilidad excepcional de ejercitar esta acción de amparo contra sentencias 
de tutela, y contra actos reali- zados dentro y posterior al trámite de la acción que sean 
vulnerantes de derechos fundamentales:  
 
«4.6.2.2. Si la sentencia de tutela ha sido proferida por otro juez o tribunal de la República, 
la acción de tutela puede proceder de manera excepcional, cuando exista fraude y por tanto, 
se esté ante el fenómeno de la cosa juzgada fraudulenta, siempre y cuando, además de 
cumplir con los requisitos genéricos de procedibilidad de la tutela contra providencias 
judiciales, (i) la acción de tutela presentada no comparta identidad procesal con la solicitud de 

amparo cuestionada; (ii) se demuestre de manera clara y suficiente, que la decisión adoptada en la 
sentencia de tutela fue producto de una situación de fraude (Fraus omnia corrumpit); y (iii) no exista 

otro medio, ordinario o extraordinario, eficaz para resolver la situación.  
 
4.6.3. Si la acción se de tutela se dirige contra actuaciones del proceso de tutela diferentes 
a la sentencia, se debe distinguir si éstas acaecieron con anterioridad o con posterioridad 
a la sentencia.  
 
4.6.3.1. Si la actuación acaece con anterioridad a la sentencia y consiste en la omisión del 
juez de cumplir con su deber de informar, notificar o vincular a los terceros que serían 
afectados por la demanda de tutela, y se cumplen los requisitos generales de procedibilidad 
de la acción de tutela, la acción de tutela sí procede, incluso si la Corte Constitucional no 
ha seleccionado el asunto para su revisión.  
 
4.6.3.2. Si la actuación acaece con posterioridad a la sentencia y se trata de lograr el 
cumplimiento de las órdenes impartidas en dicha sentencia, la acción de tutela no procede. 
Pero si se trata de obtener la protección de un derecho fundamental que habría sido 
vulnerado en el trámite del incidente de desacato, y se cumplen los requisitos generales de 

                                                           
 



 

procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, la acción de tutela puede 
proceder de manera excepcional».2  
 
Es por la presencia del fraude que se establece esta cuestión excepcionalísima, pues se 
encuentra condicionada a que la providencia atacada vulnere el principio fraus omnia 
corrumpit, también denominado el fraude lo corrompe todo3 que bajo la línea jurisprudencial 
señalada se constituye un límite de la cosa juzgada constitucional.  
 
En este sentido se precisa que la acción de tutela en contra de sentencias de tutela no 
procede “(i) si se presenta en contra de una sentencia de tutela proferida por la Corte Constitucional; 
o (ii) si con la tutela se pretende lograr el cumplimiento de las órdenes impartidas en una sentencia 
de tutela”.  
 
En caso de que la petición de protección no se sujete a los parámetros propuestos por la 
Corte Constitucional impone al juez rechazar de plano la acción incoada, ya que darle 
trámite sería crear falsas expectativas al accionante.  
 
 

V NOTIFICACIONES 
 
 
 
 

 MUNICIPIO DE GUATAPÉ.   
Notificacionjudicial@guatape-antioquia.gov.co  

 

 JUZGADO PROMISCUO DE FAMILIA DE MARINILLA 
j01prfmarinilla@cendoj.ramajudicial.gov.co  
 

 JULIO CESAR BETANCUR Correo electrónico: adrian2701@hotmail.com  
Dirección: Calle 31 # 31 – 18, calle bodegas del Municipio de Guatapé Teléfono: 
861 01 36 

 

 

                                                           
2 Corte Constitucional, Sentencia SU-628 de 2015. M.P. Mauricio González Cuervo  
 
3 Ver Corte Constitucional, Sentencia T-951 de 2013. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva  
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